DERECHO PENAL Y DERECHO DEL TRABAJO.

A. INTRODUCCIÓN.

El derecho penal es el instrumento más enérgico de que dispone el Estado para evitar las conductas más indeseadas socialmente. Pero es importante entender que existe otros instrumentos para el control social de las conductas de los individuos. A estos se les llama “controles sociales informales”, que vienen dados desde el nacimiento, como la familia, la escuela, el ejército, las ideas morales, religiosas, etc. El derecho penal, en cambio, es un medio de control altamente formalizado.

El derecho penal se refiere inevitablemente a la violencia, ya que castiga conductas violentas (por ejemplo, lesiones, homicidios, robos, terrorismo, etc.) o otras menos violentas pero que provocan daño considerable (como estafas, injurias, calumnias, etc.) y la reacción del derecho penal contra estas conductas también es violenta (penas de privación de libertad, medidas de seguridad, restricciones de derechos, etc.) La violencia existe en la sociedad y es inherente a ella, es practicada tanto por los individuos como por el Estado.

El derecho penal se conceptualiza desde dos perspectivas:

Derecho Penal Objetivo: es el conjunto de normas jurídicas establecidas por el Estado que castigan ciertas conductas como delito y le aplican una pena o medida de seguridad.

Derecho Penal Subjetivo o Ius Puniendi: es la derecho que corresponde al Estado de crear y aplicar el derecho penal objetivo.

B. PRINCIPIOS INFORMADORES DEL DERECHO PENAL O LÍMITES AL IUS PUNIENDI.

La potestad del Estado para crear y aplicar normas penales está sujeta a límites materiales y formales, que se expresan mediante principios con base constitucional. Todos ellos derivan de un principio común, que es el reconocimiento de los derechos del individuo frente al Estado.

I. PRINCIPIOS DE LIMITACIÓN MATERIAL:

Estos principios obligan al Estado a respetar los derechos fundamentales de las personas tanto en la creación como en la aplicación de normas penales, lo que se traduce en que no cualquier conducta puede ser tipificada como delito, y no puede aplicar cualquier sanción. Dentro de los principios de limitación material al derecho penal, están los siguientes:

1. Principio de la necesidad de la intervención penal.

La intervención penal del Estado sólo se justifica cuando resulte necesaria para mantener la organización política en un sistema democrático. De este principio derivan otros que especifican su contenido:

a. Principio de ultima ratio o subsidiario.

Significa que el Estado sólo puede acudir al derecho penal cuando han fallado todos los demás medios de control social, debido a que las sanciones penales son las más graves que puede imponerse a las persona. Por ello sólo debe utilizarse en última instancia.

b. Principio del carácter fragmentario del derecho penal.

Relacionado con lo anterior, este principio implica que el derecho penal no puede aplicarse a todas las conductas que sean contrarias al derecho, sino solamente a las más graves. Por ejemplo, no cumplir un contrato es una conducta contraria al derecho, pero no es un delito, pues no se considera que sea una infracción grave, y tiene consecuencias (en este caso, que si la parte perjudicada por el incumplimiento lo pide, se obligue a cumplir el contrato) pero que no son de carácter penal (como lo sería, que se sancionara con penas de privación de libertad)

c. Principio de proporcionalidad.

Según este principio, la pena que se aplique a un delito debe ajustarse a la gravedad del mismo. Por ejemplo, la pena del homicidio es más alta que la del delito de lesiones, porque es más grave dar muerte a una persona que lesionarla.

d. Principio de non bis in idem. 

Esto significa que cuando un delito ha sido castigado, no puede volver a imponerse una nueva sanción por el mismo hecho.

2. Principio de la dignidad de la persona.

Significa que la persona es un fin en si mismo, y no puede ser utilizada como un medio o un instrumento por otras personas o por el Estado (autonomía ética). En este sentido, la Constitución, en su artículo 1°, señala que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos. Y en el artículo 19 se regulan las garantías fundamentales reconocidas a toda persona. Estas garantías deben respetarse por el legislador en la creación de delitos.

3. Principio de la exclusiva protección de bienes jurídicos.

Bien jurídico es un interés individual o social que por su relevancia es protegido por el derecho (ejemplo: la vida, la salud, el patrimonio, el orden público, etc.) Este principio implica que el derecho penal sólo puede castigar conductas que afecten bienes jurídicos, es decir, aquellos que son más relevantes para la sociedad, y no ideas de tipo moral o religioso.

4. Principio de culpabilidad.

Este principio implica tres garantías fundamentales que debe respetar el Estado:

a. Vinculación personal del autor con el hecho en forma de dolo o culpa.

Esto significa que para que una persona sea castigada por cometer un delito, tiene que haber actuado con dolo (es decir, con la intención de cometerlo) o culpa (haber incurrido en una conducta negligente que causó un resultado sancionado por la ley). Si por ejemplo, un automovilista atropella y lesiona a un peatón porque éste cruzó imprudentemente la calle, o porque su vehículo sufrió un desperfecto mecánico, no puede recibir una sanción penal.

b. Proporcionalidad de la pena.

Esto significa que la pena aplicada a un delito tiene que ajustarse a la culpabilidad del sujeto. Por ello, se sancionan más gravemente los delitos cometidos con dolo (con intención) que con culpa (aquellos en que no ha habido intención sino negligencia)

c. Derecho penal de hechos.

El derecho penal sólo puede castigar a las personas por lo que hacen, y no por lo que son. Castigar a una persona por su forma de ser, sus ideas o formas de ver la vida es lo que se llama “derecho penal de autor”, y atenta gravemente contra los derechos fundamentales. Antiguamente, el Código Penal castigaba como delito la “vagancia”. El régimen nacionalsocialista, por su parte, también creó delitos que castigaban a judíos, gitanos y homosexuales entre otros, sólo por su condición racial y orientación sexual.

II. PRINCIPIOS DE LIMITACIÓN FORMAL: PRINCIPIO DE LEGALIDAD
La limitación formal al derecho penal implica ciertas exigencias en la creación y aplicación de normas penales, que están dadas por el principio de legalidad. Este se expresa por el aforismo “nullum crimen nulla pena sine”; es decir, no puede haber delito ni pena si no han sido establecidos por la ley. El principio de legalidad en materia penal se manifiesta de la siguiente forma:

1. Límites en la creación de normas penales (garantías penales):

a. Principio de Reserva de Ley: sólo la ley puede establecer delitos, estando prohibida la creación de figuras penales a jueces y otras autoridades.

b. Principio de Taxatividad y Certeza: La ley debe señalar en forma clara y específica las conductas que establece como delitos, y no se puede aplicar la analogía en materia penal, es decir, no puede una conducta “similar” a un delito.

c. Principio de irretroactividad: La ley penal sólo puede imponerse a hechos ocurridos después de su establecimiento, y no a hechos anteriores, a menos que sean favorables al reo (por ejemplo, si después de cometido un delito, este se deroga, o se rebaja la pena con que se sanciona, se aplica esta ley retroactivamente)

2. Límites en la aplicación de normas penales 

El principio de legalidad se manifiesta en este sentido estableciendo garantías procesales (durante la investigación y juzgamiento de los delitos) y de ejecución (durante la aplicación de las penas)

a. Garantía Jurisdiccional: La existencia de un delito y la imposición de una pena debe determinase por una sentencia judicial, dictada en un proceso establecido por la ley.

b. Garantía de Ejecución: La ejecución de las penas también debe realizarse de acuerdo a la forma que la ley a establecido para ello.

C. EL DELITO.

I. CONCEPTO DE DELITO.

Artículo 1 del Código Penal: Es delito toda acción u omisión penada por la ley.

La doctrina define el delito como “acción típica, antijurídica y culpable.

II. ELEMENTOS DEL DELITO.

A partir de la definición doctrinaria del delito, se distinguen cuatro elementos, ordenados de tal forma que la existencia de uno presupone la existencia del anterior.

1. Acción.

Es un comportamiento humano que puede consistir en una acción u omisión. Esta conducta debe tener una finalidad, es decir, estar dirigida a obtener un resultado determinado. Por lo anterior, no se considera “acción” para el derecho penal, a aquellas conductas que consisten en actos reflejos, que se realizan durante el sueño o que se realizan por efecto de una fuerza física que el sujeto no puede resistir (por ejemplo, una persona es empujada y cae sobre otra a quien lesiona).

2. Tipo.

Es la descripción legal del conjunto de características objetivas y subjetivas (es decir, externas e internas) que constituyen un delito. Por lo tanto, el tipo penal puede dividirse en objetivo y subjetivo

a. Tipo Objetivo:

Está constituido por: la descripción de la conducta prohibida, los sujetos que intervienen en ella y el objeto sobre el que recae esta conducta.

· Descripción de la conducta constitutiva de delito. Es la acción típica, un comportamiento humano castigado por el derecho penal.

· Sujeto Activo. El que realiza la acción típica (acción descrita por la ley como delito). Siempre es un ser humano.

· Sujeto Pasivo. Es el ofendido o víctima del delito, por ser el titular del bien jurídico protegido.  

· Objeto Material del delito. Objeto sobre el cual recae la acción típica. Por ejemplo, si se hurta una billetera, la billetera es el objeto material.

b. Tipo Subjetivo:

Se refiere a elementos sicológicos relativos al autor del delito. Está constituido por el dolo y la culpa.

· Dolo. Es el conocimiento y voluntad de realizar el delito. Tiene dos elementos: Intelectual y volitivo.

Intelectual: El sujeto sabe que la ley establece el hecho que cometerá como delito.

Volitivo: A pesar de ese conocimiento, el sujeto “quiere” realizar el delito.

· Culpa. Es el actuar imprudente o negligente. Carece del elemento volitivo del dolo. El sujeto conoce el delito, pero no quiere realizarlo. Da lugar a los cuasidelitos o delitos imprudentes. Por ejemplo: cuasidelito de lesiones en un accidente de tránsito. 

3. Antijuridicidad. 

En algunos casos, la ley no sanciona los delitos, cuando están amparados por una causal de justificación. Se trata de situaciones especiales en que pese a que s ha comentido un hecho que la ley sanciona como delito, y que el sujeto que lo ha cometido actuó con culpa o dolo, no se le aplica una pena por existir una “causal de justificación”. Si no hay causal de justificación, el hecho será típico (porque calza con la descripción penal o tipo) y antijurídico.

El clásico ejemplo de causal de justificación es la legítima defensa, en que un sujeto da muerte a otro (hecho tipificado como delito) de forma dolosa (tiene la intención de hacerlo), pero como hay una circunstancia especial, en que el sujeto mató en defensa propia, no se le castiga por ello.

4. Culpabilidad.

Este elemento se refiere a que un hecho que es típico y antijurídico (es decir, respecto del que no hay causal de justificación) es “reprochable” a quien lo cometió. Para que a un sujeto se le estime “culpable” de un delito, deben concurrir los siguientes requisitos:

a. El sujeto que comete el delito debe ser imputable. Es decir, debe tener la capacidad intelectual necesaria para comprender que el hecho que cometió es un delito. La regla general es que todas las personas sean imputables, salvo: los locos o dementes, o aquellas personas privadas temporalmente de razón (porque sufren enfermedades que afectan su comprensión de la realidad) , y los menores de 14 años de edad (ya que carecen de la madurez suficiente para comprender las consecuencias de sus acciones)

b. El sujeto debe estar conciente de la ilicitud de su conducta. En materia de derecho penal no se exige que las personas tengan un conocimiento exacto de la ley, sino que sepan que ciertas conductas están prohibidas y sancionadas penalmente. Sin embargo, en algunos casos no se castiga a quienes cometen un delito creyendo que actúan lícitamente. Esto se valora según el caso concreto, por ejemplo, una persona analfabeta da muerte a su madre, que sufre una dolorosa enfermedad terminal, porque cree, equivocadamente, que esta conducta está permitida. En este caso, podría no ser sancionada. Sin embargo, si un médico incurre en la misma conducta si será sancionado, pues por su profesión, sabe que una enfermedad terminal no justifica dar muerte a una persona.

c. Exigibilidad de conducta adecuada a derecho Puede darse el caso en que un sujeto imputable y conciente de la ilicitud de su actuar, cometa un delito, y sin embargo, no sea sancionado porque debido a circunstancias especiales no era posible exigirle que actuara conforme a derecho. Por ejemplo, en caso de un naufragio, un sujeto arrebata a otro un salvavidas, producto de lo cual este último muere ahogado. Por tratarse de un caso extremo, en que estaba en juego la vida del sujeto, se estima que no puede sancionársele por sacrificar la vida de otro, ya que el derecho presupone para su aplicación circunstancias de normalidad, y tampoco exige a los ciudadanos que se comporten de manera heroica.

Este es el esquema general para examinar cualquier delito previsto en el Código Penal o en leyes penales especiales.

D. DELITOS RELACIONADOS CON EL DERECHO DEL TRABAJO.

Aparentemente el derecho penal y el derecho del trabajo no tendrían mayor relación, pues el Código del Trabajo no establece delitos. Sin embargo, dentro de la relación individual y colectiva de trabajo, así como en el ámbito de la previsión social, pueden cometerse ciertos delitos con mayor frecuencia.

I. DELITOS RELACIONADOS CON EL DERECHO INDIVIDUAL DEL TRABAJO.

Dentro de la relación individual de trabajo pueden cometerse ciertos delitos, especialmente algunos que consistan en causales de despido del artículo 160 del Código del Trabajo.

El art. 160.1 del CT dispone

“El contrato de trabajo termina sin derecho a indemnización alguna cuando el empleador le ponga término invocando una o más de las siguientes causales:

1. Alguna de las conductas indebidas de carácter grave, debidamente comprobadas, que a continuación se señalan:

a) Falta de probidad en el desempeño de sus funciones.

b) Conductas de acoso sexual

c) Vías de hecho ejercidas por el trabajador en contra del empleador o de cualquier trabajador que se desempeñe en la misma empresa.

d) Injurias proferidas por el trabajador al empleador y,

e) Conducta inmoral del trabajador que afecte a la empresa donde se desempeñe.

De todas estas conductas, las que constituyen auténticos delitos son, la falta de probidad, las vías de hecho, y las injurias. El acoso sexual y las conductas inmorales no son delitos, es más, el acoso sexual es un tipo de conducta inmoral.

1. Falta de Probidad.

La falta de probidad consiste en la realización de determinadas conductas que implican  falta de honradez, rectitud y honestidad. Estas conductas deben tener una cierta gravedad, y ser realizada por el trabajador en el desempeño de sus labores. 

Ejemplos de falta de probidad lo encontramos en  conductas subsumibles dentro de los delitos de hurto (art. 432 CP) y  de robo (arts. 436 y ss. CP).

El bien jurídico protegido en estos delitos es la propiedad ajena. Y la diferencia entre ambos reside en el empleo de violencia, intimidación y fuerza, elementos que deben estar presentes alternativamente en el robo, no así en el hurto.

a. Hurto.

Tipo Objetivo

Sujeto activo:  Cualquier persona.

Sujeto pasivo: el propietario del bien sustraído.

La conducta: apoderarse de cosa ajena, sin la voluntad de su dueño, y sin empleador intimidación o violencia contra las personas, ni fuerza en las cosas características del robo.

Objeto material: la especie sustraída

Tipo Subjetivo

Requiere de dolo. 

La penalidad del hurto se determina en función del monto de la cosa hurtada (art.  446 ).

· Presidio menor en sus grados medio a máximo (541 a 3 años- 3 años y 1 día a 5 años) y multa de 11 a 15 UTM si el valor de la cosa hurtada excede de 40 UTM

· Presidio menor en su grado medio (541 a 3 años) y multa de 6 a 10 UTM si el valor de la cosa hurtada excediere de 4 UTM y no pasare de 40 UTM

· Presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de 5 UTM si el valor de la cosa hurtada excediere de media UTM y no pasare de 4 UTM.

· Presidio menor en su grado máximo (3 años y 1 día a 5 años) y multa de 21 a 30 UTM si el valor de la cosa hurtada excediere de 400 UTM. 

Si el valor de la cosa hurtada no excede de media UTM, el hurto se califica como falta.

Sin embargo, y por disposición del art. 447, puede aplicarse la pena inmediatamente superior en grado – y en lo que nos interesa- cuando:

1° El hurto se cometiere por dependiente, criado o sirviente asalariado, bien sea en la casa en que sirve, o bien en aquella a que lo hubiere llevado su amo o patrón.

2° El hurto se cometiere por obrero, oficial o aprendiz en la casa, taller o almacén de su maestro o de la persona para quien trabaja, o por individuo que trabaja habitualmente en la casa donde hubiere hurtado.

b. Robo. 
Existen varios tipos de robo: robo con violencia o intimidación en las personas ( arts. 433 y ss. CP), y robo con fuerza en las cosas (arts. 440 y ss. CP). Por ser más probablemente el tipo de robo que pudiera efectuarse en una fábrica o taller, trataremos solo el robo con fuerza en las cosas.

Tipo Objetivo

Sujeto activo: Cualquier persona

Sujeto pasivo: el propietario del bien sustraído

La conducta: apoderarse de cosa ajena, sin la voluntad de su dueño ejerciendo fuerza en las cosas. Pero no se trata de cualquier fuerza, sino de la señalada por la ley, la cual distingue según el lugar en que se efectué el robo:

i. Robo en lugar habitado o destinado a la habitación.

Lugar habitado es aquel destinado por al menos un sujeto a servir de morada y en el que se encuentren personas en el momento del robo. Destinado a la habitación es aquel en que al momento del robo se halle sin moradores.  

Según el artículo 440, en el caso del robo en lugar habitado o destinado a la habitación la en las cosas en este caso puede ejercerse tres formas posibles:

1° Escalamiento: cuando se entra por vía no destinada al efecto, por forado o con rompimiento de pared o techos, o fractura de puertas o ventanas.

2° Haciendo uso de llaves falsas, o verdadera que hubiere sido sustraída, de ganzúas u otros instrumentos semejantes para entrar en el lugar del robo.

3° Introduciéndose en el lugar del robo mediante la seducción de algún doméstico, o a favor de nombres supuestos o simulación de autoridad. En este caso no estamos ante un ejercicio de fuerza en las cosas propiamente tal, pero el legislador lo ha asimilado a efectos de la penalidad. 

ii. Robo en lugar no habitado.

Lugar no habitado es cualquier otro recinto delimitado, que no esté destinado a la habitación, es decir, típicamente oficias, talleres, fábricas, bodegas, etc.

Para que exista robo en este caso, la fuerza puede ejercerse con escalamiento o llaves falsas, verdaderas sustraidas o ganzúas, de la forma señalada en el art 440, y además,  de otra forma especial señalada en el art. 442 N° 2, esto es, mediante fractura de puertas interiores, armarios, arcas u otra clase de muebles u objetos cerrados o sellados.

Objeto material: la especie sustraída

Tipo Subjetivo:  Requiere de dolo. 

Penalidad:
La pena para el robo con fuerza en las cosas es distinta según se ejecute en lugar habitado o destinado a la habitación o en lugar no habitado.

· En lugar habitado o destinado a la habitación: presidio mayor en su grado mínimo (5 años y 1 día a 10 años)- Art. 440 CP.

· En lugar no habitado: presidio menor en sus grados medio a máximo ( 541 días a 3 años, 3 años y 1 día a 5 años)- art. 442 CP.

2. Vías de Hecho. 

Para que las vías de hecho constituyan una causal de caducidad del contrato individual de trabajo es necesario que sea una conducta grave, que esté debidamente comprobada, y además que el trabajador la haya ejercido en contra del empleador o en contra de otro trabajador que se desempeñe en la empresa. 

Las vías de hecho son sinónimo de agresión o maltrato.

Sin embargo, sólo serán constitutivas de delito cuando de esta agresión o maltrato resulten lesiones.

Comete delito de lesiones que hiere, golpea o maltrata de obra a otro
Las lesiones se clasifican según su gravedad, y de dicha gravedad depende la sanción que reciben:

a. Lesiones Graves. Art. 397 CP

Estas a su vez se subclasifican en:

i. Lesiones graves gravísimas.

Aquellas que dan como resultado que la víctima quede demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.

Pena: presidio mayor en su grado mínimo (5 años y un día a 10 años)

ii. Lesiones simplemente graves.

Aquellas que dan como resultado que la víctima sufra una enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.

Pena: presidio menor en su grado medio (541 días a 3 años)

b. Lesiones Menos Graves. Art 399 CP

Aquellas que dan como resultado que la víctima que la víctima sufra enfermedad o incapacidad para el trabajo inferior a 30 días

Pena: relegación o presidio menores en sus grados mínimo (61 días a 540 días) o con multa de 11 a 20 UTM. 

c. Lesiones Leves. Art 494 N° 5 CP

Aquellas que dan como resultado que la víctima que la víctima sufra enfermedad o incapacidad para el trabajo inferior a 30 días, y que el tribunal califique como leves atendidas las circunstancias.

Pena: Multa de 1 a 4 UTM

3. Injurias y calumnias.

Pese a que el art 160 CT sólo se refiere a las injurias como causal de terminación del contrato de trabajo, en este apartado también nos referiremos a las calumnias, por ser ambos delitos estrechamente relacionados. 

Los delitos de injuria y  calumnia están regulados en los arts. 416 y ss. del CP.

Bien Jurídico Protegido

En ambos delitos, se protege el honor. 

El honor es una noción amplia, comprensiva del conjunto de derechos fundamentales que constituyen la dignidad. Es el derecho a ser respetado por los demás a no ser escarnecido ni humillado ante uno mismo o ante otros.

a. Injurias.

Solo procede aplicar esta causal de caducidad en el caso de que sea el trabajador quien las profiere en contra del empleador, de forma tal que un agravio a terceros no configura esta causal. No obstante, y en virtud del art. 171 del  CT, también puede incurrir en esta conducta el empleador, caso en el cual el trabajador tiene derecho a poner término al contrato y acudir al juzgado respectivo en el plazo de 60 días contados desde el término de la relación laboral. La injuria como causal de caducidad debe ser grave y debe estar debidamente comprobada.
Tipo Objetivo:

Conducta: El art. 416 dispone: “Es injuria toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona”. 

La expresión es la forma oral. La acción es cualquier sistema de manifestar una opinión que no sea palabra hablada, quedando comprendidas las formas escritas, las caricaturas, los movimientos, las alusiones.

Sujetos Activo y Pasivo en las Injurias. Solo pueden serlo las personas naturales. Las personas jurídicas no pueden serlo. Por lo demás el honor es una manifestación de la dignidad, cuyo titular son exclusivamente personas naturales. 

Tipo Subjetivo

Tanto las injurias como la calumnia requieren de dolo. 

En el caso de la injuria, no es relevante que las afirmaciones que constituyen este delito sean verdaderas o falsas. Al respecto, el art. 420 señala que “Al acusado de injuria no se admitirá prueba sobre la verdad de las imputaciones, sino cuando éstas fueren dirigidas contra empleados públicos sobre hechos concernientes a su cargo.

En este caso será absuelto el acusado si probare la verdad de las imputaciones”.

Es decir, solo en caso de que se injurie a un funcionario público, y siempre que sea en hechos relativos al ejercicio de sus funciones, el sujeto puede eximirse de sanción demostrando que los hechos imputados eran verdaderos.

Clases de Injurias atendida su Gravedad.

a. Injurias Graves. Se regulan en el art 417 CP:
1. La imputación de un crimen o simple delito de los que no dan lugar a procedimiento de oficio.

Los delitos se dividen en de acción penal pública o pesquisables de oficio (son la gran mayoría, y el Ministerio Público está obligado a perseguirlos apenas tenga noticias por cualquier medio de su ocurrencia), de acción penal previa instancia particular (en estos delitos interviene el Ministerio Público pero sólo cuando existe una denuncia de la víctima, por ejemplo, en casos de lesiones menos graves y leves, y amenazas) y de acción penal privada (que son aquellos en cuya persecución no interviene el Ministerio Público, sino solamente la víctima a través de una querella. Pertenecen a esta categoría las injurias, las calumnias y ciertos delitos de matrimonios ilegales) 

2. La imputación de un crimen o simple delito penado o prescrito.

La prescripción es una institución que limita la posibilidad de sancionar los delitos por el paso del tiempo. Una vez transcurrido el plazo de prescripción desde cometido el hecho (que va de 5 a 10 años dependiendo del delito) sin que se formalice la investigación, este ya no podrá sancionarse.

3. La de un vicio o falta de moralidad cuyas consecuencias puedan perjudicar considerablemente la fama, crédito o intereses del agraviado.

Vicio es un mal hábito, mientras que falta de moralidad es cualquier atentado a la ética.  

4. Las injurias que por su naturaleza, ocasión o circunstancias fueren tenidas en el concepto público por afrentosas.

En este caso, el juez debe acudir al criterio del común de la sociedad, es decir, si lo normal será que las injurias, en el caso concreto, sean consideradas como ofensivas por la gente.

5. Las que racionalmente merezcan la calificación de graves atendido el estado, dignidad y circunstancias del ofendido y del ofensor.

Esta hipótesis amplía notablemente el campo de lo que puede considerarse injuria.

Penalidad
La sanción a las injurias graves está en el art. 418, el que considera para ello el medio empleado, si se hizo o no por escrito o con publicidad. 

- Si son por escrito y con publicidad:  se sancionan con reclusión menor en grado mínimo a medio (de 61 días a 3 años) y multa de 11 a 20 UTM.

- Si no concurren las circunstancias anteriores: reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de 6 a 10 UTM.

b. Injurias Leves Art 419 CP

Es toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona, que no sea calificada de grave, cualquiera sea su naturaleza y siempre que hayan sido hechas por escrito y con publicidad.

Pena: Reclusión menor en grado mínimo (de 61 a 540 días) y multa de 6 a 10 UTM.
c. Injurias Livianas Art 496 N° 11
Son injurias leves que no han sido hechas por escrito y con publicidad.

Pena:  Multa de 1 a 4 UTM

b. Calumnias.

Tipo objetivo

Art. 412: “ Es  calumnia la imputación de un delito determinado pero falso y que pueda actualmente perseguirse de oficio”.

La imputación tiene que consistir en la atribución de un delito determinado. Solo puede ser atribuido a una persona natural, en calidad de autor, cómplice o encubridor. Las personas jurídicas se excluyen porque carecen de responsabilidad penal. 

El delito que se imputa debe tener ciertas características:

· Atribución de un delito determinado

El delito en que consiste la ofensa debe estar precisado en sus circunstancias fundamentales: quien es la persona, la participación, en qué consiste, cuándo y el lugar donde se cometió y todas aquellas circunstancias que hagan posible determinarlo. De manera que decir “Juan es un asesino”, no es calumnia, podría ser injuria, porque no consiste en la atribución de un delito determinado, el agente se ha limitado a señalar una característica negativa del agraviado.

Puede tratarse de un delito consumado, tentado o frustrado, siendo irrelevante la correcta calificación jurídica por ejemplo sindicar a una persona como un estafador y en realidad se trata de un hurto. 

· Falsedad del delito

La falsedad debe ser subjetiva, es decir, el calumniador debe tener conciencia de que lo que atribuye a un tercero no concuerda con la realidad o de que carece de antecedentes adecuados que den verosimilitud a esa aseveración. 

Esa posición subjetiva de quien hace la atribución es fundamental en el tipo de calumnia, ya que puede eximirse de sanción probando que él verdaderamente creía en la efectividad de su aseveración, o que ésta está respaldada por antecedentes verosímiles, situaciones que marginarían la posibilidad de que haya actuado con dolo.

· Delito actualmente pesquisable de oficio
Esto significa que se comprenden exclusivamente los crímenes y simples delitos de acción pública. Se excluyen los delitos de acción privada, los penados, los prescritos y los indultados, porque no son actualmente perseguibles. 

El sujeto activo y pasivo en la calumnia

Puede ser cualquier persona. El sujeto pasivo necesariamente debe ser una persona natural con capacidad para cometer el delito imputado.

Tipo Subjetivo Se satisface con el dolo, al igual que la injuria.

Clases de calumnia y su penalidad
· Calumnia cometida por escrito o con publicidad. Se castiga:

1° Con las penas de reclusión en su grado medio (541 días a 5 años) y multa de 11 a 20 UTM, cuando se imputare un crimen (delito sancionado con una pena superior a 5 años de privación de libertad)

2° Con las de reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de 6 a 10 UTM, si se imputare un simple delito (delito sancionado con una pena igual o inferior a 5 años de privación de libertad)

· Calumnia simple. Aquella que no se realiza por escrito o con publicidad, se castiga:

1° Con las penas de reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de 6 a 15 UTM, cuando se imputare un crimen.

2° Con las de reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días)  y multa de 6 a 10 UTM, si se imputare un simple delito.”

II. DELITOS RELACIONADOS CON EL DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO.

Los trabajadores, en el curso de una negociación colectiva, de una huelga, o de una manifestación pueden incurrir en muchos delitos, por ejemplo: paralización de las actividades de la empresa si ésta es un servicio público, o cortar la calle en una manifestación (delitos de desórdenes), y si al corte va acompañado el lanzamiento de artefactos incendiarios, y destrucción de bienes de propiedad pública o privada, pueden caer bajo otros delitos sancionados en el Código penal (daños, incendio y estragos), o en la Ley de seguridad del Estado, o en la ley de Conductas terroristas, o en la ley de control de armas. 

Comencemos la Ley de Seguridad del Estado, que es probablemente la de más común aplicación.

1. Ley de Seguridad Interior del Estado: Ley 12.927

a. Delitos contra el orden público:

El orden público consiste en la situación de normalidad y armonía existente entre todos los elementos del Estado, conseguida por el respeto a la ley y a los derechos fundamentales de los ciudadanos.

Dentro de los delitos contra el orden público que regula esta ley nos encontramos con:

· Art 6 letra c) Esta norma sanciona alteraciones contra servicios públicos o de utilidad pública y actividades de la economía.

Se sanciona a quienes: inciten, promuevan o fomenten, o de hecho y por cualquier medio, destruyan, inutilicen, paralicen, interrumpan o dañen las instalaciones, los medios o elementos empleados para el funcionamiento de servicios públicos o de utilidad pública o de actividades industriales, mineras, agrícolas, comerciales, de comunicación, de transporte o de distribución, y los que, en la misma forma, impidan o dificulten el libre acceso a dichas instalaciones, medios o elementos.

El ejemplo es el siguiente: En el curso de una huelga se producen manifestaciones de violencia que destruyen, inutilizan, paralizan, o interrumpen el funcionamiento de servicios públicos, p.ej, Ministerio del Trabajo, o de otras actividades que allí se señalan: industriales, agrícolas, mineras, comerciales.

O bien, que en el curso de esa huelga, sin destruir, ni dañar, se impida o dificulte el acceso a los servicios públicos, por ejemplo, encadenarse a las puertas del Ministerio del Trabajo, o de la Moneda. 

Bien Jurídico Protegido:

1. El Orden público: Bien Jurídico colectivo

2. La propiedad pública o privada.: bienes jurídicos individuales.
Tipo Objetivo

Sujeto Activo: cualquier persona

Sujeto Pasivo: El titular del bien jurídico individual afectado (propiedad pública o privada) y el Estado como sujeto pasivo genérico de todo delito

La Conducta: Es una conducta compleja que podemos descomponerla en dos hipótesis.

1ª Hipótesis: se compone de los siguientes verbos rectores:

1. Incitar

2. Promover

3. Fomentar

4. Utilizar vías de hecho

¿Para qué?.

Para, por cualquier medio:

5. Destruir

6. Inutilizar 

7. Paralizar

8. Interrumpir

9. Dañar

 Los elementos que allí se señalan y que constituyen el objeto material:

Objeto material: instalaciones, los medios o elementos empleados para el funcionamiento de servicios públicos o de utilidad pública o de actividades industriales, mineras, agrícolas, comerciales, de comunicación, de transporte o de distribución, 

2ª Hipótesis: Los que en la misma forma (o sea, incitar, promover, fomentar), impidan o dificulten el libre acceso a las instalaciones, medios o elementos antes mencionados. 

Los verbos rectores son aquí:

-   Impedir (el libre acceso)

10. Dificultar (el libre acceso)

Tipo Subjetivo: La conducta requiere de dolo.

Penalidad: Art. 7 inciso 2:

Con presidio mayor en su grado medio (10 años y 1 día a 15 años) a presidio perpetuo si se diere muerte a alguna persona o se le infirieren lesiones graves.

Con presidio mayor en su grado máximo (15 y 1 a 20 años)  a presidio perpetuo, si el hecho se ejecutare en tiempo de guerra.

Con presidio mayor en su grado máximo (5 años y 1 día a 10 años), si se infiere  cualquier otra lesión.

Con presidio menor en su grado máximo (3 años y 1 día a 5 años) a presidio mayor en su grado mínimo (5 años 1 y día a 10 años) en los demás casos 

· Art 6 letra d) Esta norma sanciona conductas que afectan bienes de uso público.

Se sanciona a “Los que inciten, promuevan o fomenten, o de hecho, y por cualquier medio, destruyan, inutilicen o impidan el libre acceso a puentes calles, caminos, u otros bienes de uso público semejantes. “

El ejemplo es el siguiente: Con motivo de una huelga y manifestación, por ejemplo, afuera de la empresa, se ponen barricadas. Se castiga no solo al que pone las barricadas, sino también al que incita o promueve a otros a hacerlo. 

Bien Jurídico Protegido:

1. El orden público: bien jurídico colectivo

2. La propiedad pública. 

Tipo Objetivo:

Sujeto Activo: cualquier persona

Sujeto pasivo: El Estado. 

La conducta típica: Es una conducta compuesta por varios verbos rectores:

1. Incitar

2. Promover

3. Fomentar

¿Para qué? Para, por cualquier medio

1. destruir

2. inutilizar

3. impedir el libre acceso a los elementos que se señalan y que constituyen el objeto material

Objeto material: puentes, calles, caminos, u otros bienes de uso público.

Penalidad: Art. 7 inciso 2: (misma penalidad de delito anterior). 

b. Delitos contra la normalidad de las actividades nacionales:

Se trata de casos de huelga o lock out no autorizados, que afectan gravemente las actividades nacionales. Por lo tanto, no basta con que la huelga o lock out no estén autorizados para que sean constitutivos de delito, además, debe concurrir la exigencia de alteración de la actividad nacional, es decir, que la paralización de la empresa causa un perjuicio a la comunidad.

· Art 11: Se refiere a ciertas huelgas y paros no autorizados que afectan la normalidad de las actividades nacionales
Constituye este delito: Toda interrupción o suspensión colectiva, paro o huelga de los servicios públicos o de utilidad pública, o en las actividades de la producción, del transporte o del comercio, producido sin sujeción a las leyes y que produzcan alteraciones del orden público o perturbaciones en los servicios de utilidad pública o de funcionamiento legal obligatorio o daño a cualquiera de las industrias vitales 

Y también se sanciona a los que induzcan, inciten, o fomenten alguno de los actos ilícitos anteriores.

Lo que aquí se está castigando en el fondo es la huelga o paro de los trabajadores de los servicios públicos, no autorizado. Sin perjuicio de que en ella puedan participar personas ajenas a estos servicios.

Bien Jurídico Protegido

1. La normalidad de las actividades nacionales

2. El orden público

3. El normal funcionamiento de los servicios de utilidad pública.

Tipo Objetivo

Sujeto Activo: Cualquier persona, pero especialmente los trabajadores pertenecientes a servicios públicos.

Sujeto Pasivo: El Estado.

La Conducta típica: interrumpir o suspender colectivamente, hacer un paro o huelga en servicios públicos u otros, sin sujeción a las leyes. 

Objeto material: servicios públicos o de utilidad pública, actividades de la producción o del comercio.

Pero se castiga además, y con la misma pena, a los que  induzcan, inciten o fomenten alguno de estos actos. 

Tipo Subjetivo Se requiere de dolo.

Penalidad: 

1. Presidio o relegación menores en sus grados mínimo a medio. (61 días a 3 años)

2. En tiempo de guerra externa la pena será la de presidio o relegación menores en su grado medio a presidio o relegación mayores en su grado máximo (541 días a 3 años y 3 años y 1 día a 5 años).

Pero la LSE no solo castiga a los trabajadores, también a los empresarios:

· Art 12: se refiere a los empresarios en ciertos casos de lock out que afecten la normalidad de las actividades nacionales
El art 12 sanciona a “Los empresarios o patrones que declaren el lock out o que estuvieren comprometidos en los delitos contemplados en el artículo precedente”

Bien Jurídico Protegido:

1. La normalidad de las actividades nacionales

2. El orden público

3. El normal funcionamiento de los servicios de utilidad pública.

Tipo Objetivo:

Sujeto Activo:  Empresario o patrón, luego es un sujeto activo especial.

Sujeto Pasivo: El Estado

La Conducta típica: haber declarado el lock out o estar comprometido en cualquiera de los ilícitos reseñados en el artículo 11, esto es en la interrupción o suspensión colectiva, paro o huelga en servicios públicos u otros, sin sujeción a las leyes. 

Objeto material: servicios públicos o de utilidad pública, actividades de la producción o del comercio.

Tipo Subjetivo:  La conducta requiere ser dolosa. 

Penalidad: 

1. presidio o relegación menores en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años)

y multas de cinco sueldos vitales a diez sueldos vitales anuales.

2. En tiempo de guerra externa la pena será de presidio o relegación menores en su grado medio a presidio o relegación mayores en su grado mínimo.( 541 días a 3 años- 5 años y 1 día a 20 años)

2. Código Penal.
Dentro del Código Penal, encontramos algunos delitos contra el orden y la seguridad pública y contra la propiedad que pueden realizarse en el marco de las relaciones colectivas de trabajo.

a. Delitos contra el orden y la seguridad pública:
En este caso hay que distinguir entre delitos de atentados contra la autoridad, desacato contra la autoridad y desórdenes públicos:

· Atentados contra la autoridad:

El artículo 261 N° 2 sanciona a “Los que acometen o resisten con violencia, emplean  fuerza o intimidación contra la autoridad pública o sus agentes, cuando aquélla o ésta ejercieren funciones de su cargo”

Bien Jurídico Protegido: 

1. El orden público y la seguridad pública.

2. La integridad de las personas. 

Tipo Objetivo

S. Activo: Cualquier persona

S. Pasivo: la autoridad

La conducta: Acometer o resistir con violencia, emplear  fuerza o intimidación contra la autoridad pública o sus agentes, cuando estén en el ejercicio de sus cargos.

Tipo Subjetivo Requiere de dolo.

Penalidad: Está señalada en el art. 262 y varía en función de cómo se ejecute la conducta  y el resultado que con ella se causa. 
- Se sanciona con reclusión menos en su grado medio (540 días a 3 años) o multa de 11 a 15 UTM, siempre que concurra alguna de las circunstancias siguientes:

1° Si la agresión se verifica a mano armada

2° Si los delincuentes agreden a la autoridad o en las personas que acudieren a su auxilio

- Sin estas circunstancias la pena será de reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) o multa de 6 a 10 UTM.

· Desacatos contra la autoridad:
El artículo 264 regula varios delitos que consisten en desobediencia a las autoridades.

- Art 264 N° 1. “Cometen desacato contra la autoridad:

 Los que perturban gravemente el orden de las sesiones de los cuerpos colegisladores y los que injurian o amenazan en los mismos actos a algún diputado o senador”

Bien Jurídico Protegido

- El orden y seguridad pública

- El honor

Tipo Objetivo

Sujeto Activo: cualquier persona.

Sujeto Pasivo:  diputados o senadores

La conducta. Es una conducta de hipótesis múltiple:

a) Perturbar gravemente el orden de las sesiones de los cuerpos colegisladores

b) Injuriar durante el desorden a algún diputado o senador: sin perjuicio de lo que veremos en el delito de injurias, cabe señalar aquí que es injuria toda expresión proferida o ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona. 

c) Amenazar durante el desorden a algún diputado o senador. 

Tipo Subjetivo Se requiere de dolo.

- Art 264 N° 2. “Cometen desacato contra la autoridad:
Los que perturban gravemente el orden de las audiencias  de los tribunales de justicia y los que injurian o amenazan en los mismos actos a un miembro de dichos tribunales”.

Bien Jurídico Protegido

- El orden y seguridad pública

- El honor

Tipo Objetivo

Sujeto Activo: cualquier persona.

Sujeto Pasivo:   miembros de los tribunales de justicia (ministros de la Corte Suprema, ministros de las cortes de apelaciones, jueces de primera instancia).

La conducta. Es una conducta de hipótesis múltiple:

a) Perturbar gravemente el orden en las audiencias de los tribunales de justicia. Por ejemplo: manifestación al interior de la Corte de Apelaciones que perturbara el orden de la vista de las causas en sala., manifestación en los juzgados del trabajo que perturbara el funcionamiento del mismo.

b) Injuriar durante el desorden a algún miembro de los tribunales de justicia: es injuria toda expresión proferida o ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona. 

c) Amenazar durante el desorden a algún miembro de los tribunales de justicia. 

Tipo Subjetivo Se requiere de dolo.

- Art 264 N° 3.  “Cometen desacato los que injurian o amenazan:

A un senador o diputado por las opiniones manifestadas en el Congreso

A un miembro de un tribunal de justicia por los fallos que hubiere dictado.

A los Ministros de Estado u otra autoridad en el ejercicio de sus cargos. 

A un superior suyo con ocasión de sus funciones.”

Bien Jurídico Protegido

- El orden y seguridad pública

- El honor

Tipo Objetivo

Sujeto Activo: cualquier persona.

Sujeto Pasivo:   senador o diputado; miembros de los tribunales de justicia (ministros de la Corte Suprema, ministros de las cortes de apelaciones, jueces de primera instancia); Ministros de Estado u otra autoridad en el ejercicio de sus cargos (se excluyen las autoridades policiales puesto que ellas tienen su propia regulación en el Código de Justicia Militar), a un superior de la autoridad.

La Conducta: Consiste en injuriar o amenazar.  

Es injuria toda expresión proferida o ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona.

Es amenaza la intimidación que se ejerce sobre una persona provocando en ella la inquietud de ser víctima de un delito o de otro mal (no constitutivo de delito). 

Tipo Subjetivo Se requiere de dolo.

Penalidad: Se señala en el art. 265: 

1. Si el desacato consiste en perturbar el orden, o la injuria o la amenaza fuere grave: reclusión menor en cualquiera de sus grados (61 a 5 años) y multa de 11 a 20 UTM.

2. Si la injuria o la amenaza fuere leve: reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de 6 a 10 UTM, o solo la multa. 

· Desórdenes públicos:.

ART. 269 CP: Sanciona a “Los que turbaren gravemente la tranquilidad pública para causar injuria u otro mal a alguna persona particular o con cualquier otro fin reprobado”.

Bien Jurídico Protegido:  El orden y tranquilidad públicos

Tipo Objetivo

Sujeto Activo: Cualquier persona

Sujeto Pasivo:  La sociedad y el Estado

La Conducta: consiste en turbar gravemente la tranquilidad pública 

Existen muchos factores que inciden en la medición de la tranquilidad pública, por ejemplo: la cobertura y realce que den los medios de comunicación, la apreciación subjetiva de la autoridad policial al momento de efectuar detenciones, la apreciación del juez.

Luego, que un hecho turbe o no la tranquilidad pública es una apreciación que va a quedar entregada al juez de la causa. 

Tipo Subjetivo Se requiere de una conducta dolosa y que el sujeto tenga determinadas finalidades al realizar la conducta típica (turbar la tranquilidad pública con la finalidad de causar injuria u otro mal a alguna persona particular o con cualquier otro fin reprobado) 

Penalidad: reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días). 

b. Delitos contra la propiedad:
Estos delitos pueden  cometerse en forma individual o por varios sujetos, y se caracterizan por causa daño a la propiedad ajena.

· Usurpación de inmuebles: (Arts. 457 A 462 CP)
Tipo Objetivo: Consiste en ocupar un inmueble o usurpar un derecho real, es decir, apoderarse de algo que tiene otro. 

Ocupar un inmueble es invadirlo, hacerse cargo de él materialmente, asumiendo de hecho su goce y disposición. Usurpar un derecho es sustituir al titular de ese derecho y ejercerlo (derechos reales son, por ejemplo, el uso o el usufructo)

No es suficiente sacar al detentador del inmueble, sino que el invasor tiene que introducirse y permanecer en él, lo que puede hacer personalmente o por terceros que actúen a su nombre y por sus instrucciones.

El objeto material de la acción es un inmueble o un derecho real

El sujeto activo  puede ser cualquier persona. Puede actuar una persona solitariamente (acción individual), o ser varios los invasores (acción colectiva).

· En la usurpación violenta el propietario del bien o su poseedor regular están en condiciones de ser usurpadores cuando actúan en contra del poseedor de menor derecho o del tenedor ilegítimo, aunque con derecho aparente. 

· Esta norma está dirigida a impedir el ejercicio arbitrario del propio derecho. Se prohíbe que se haga justicia por sí mismo.

Tipo Subjetivo:  Requiere de dolo.

Penalidad: depende de si la usurpación ha sido violenta o no.
1. Usurpación Violenta: si se utiliza fuerza física sobre las personas para expulsar al detentador del inmueble, o si se ha ocupado sin violencia, para rechazarlo cuando este intenta recuperar el inmueble. Se sanciona con multa de 11 a 20 UTM.
2. Usurpación no violenta: se sanciona con multa de 6 a 10 UTM
· Incendio:

Se encuentra regulado en los arts. 474 y ss. del CP. 

Bien Jurídico Protegido

· La propiedad. Esto por el daño que provoca en los bienes de las personas. Y por la ubicación que tienen en el CP (dentro de los delitos contra la propiedad).

· La seguridad pública, en tanto el riesgo que implica la propagación del fuego.

Tipo objetivo.

La conducta consiste en prender fuego a una cosa ajena para destruirla o deteriorarla. Lo que se castiga es destruir o dañar bienes a través del fuego. Implica prender fuego a lago que no debería quemarse.

El objeto material es una “cosa ajena”, sea mueble o inmueble, pública o privada, individual o colectiva. 

Tipo Subjetivo: Se requiere de dolo. 

Pena: según el daño causado:

1º con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de 11 a 15 UTM, si el daño causado a terceros excediere de 40 UTM. 

2º Con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 6 a 10 UTM, si el daño excediere de 4 UTM y no pasare de 40 UTM.

3º Con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de 5 UTM, si el daño excediere de 1 UTM y no pasare de 4 UTM.

Tipos especiales de incendio sancionados por el CP.

El art. 475 castiga una forma de incendio agravada y que se refiere a la situación en que la cosa incendiada pusiere en riesgo la seguridad pública. 

Art. 475: Se castigará al incendiario con presidio mayor en su grado medio (10 años y un día a 15 años) a presidio perpetuo:

1º Cuando ejecutare el incendio en edificios, tren de ferrocarril, buque o lugar habitados o en que actualmente hubiere una o más personas, siempre que el culpable haya podido prever tal circunstancia. 

2º Si lo ejecutare en buques mercantes cargados con objetos explosivos o inflamables, en buques de guerra, arsenales, astilleros, almacenes, fábricas o depósitos de pólvora o de otras sustancias explosivas o inflamables, parques de artillería, maestranzas, museos, bibliotecas, archivos, oficinas o monumentos públicos u otros lugares análogos a los enumerados. 

· Estragos: Art 480 CP

Cometen este delito los que “causen estragos por medio de sumersión o varamiento de nave, destrucción de puentes, explosión de minas o máquinas de vapor, y en general por la aplicación de cualquier otro agente o medio de destrucción tan poderoso como los expresados”.

Bien Jurídico Protegido

· La propiedad ajena. 

· La seguridad pública, en tanto riesgo que implica el empleo de medios catastróficos.

Tipo Objetivo

La conducta  requiere: De un lado, el empleo de medios catastróficos, o de alto riesgo o peligro. De otro lado, la provocación de daños de importancia o de gravedad extrema.

Esta conducta implica un serio riesgo o peligro en cuanto a la forma de realizarla, y catástrofe en relación a los resultados. 

Tipo Subjetivo

Se requiere de dolo, lo que significa que el agente debe tener conocimiento del acto ilícito y voluntad dirigida a emplear el medio catastrófico y a provocar un daño de proporciones. Admite dolo directo y eventual. 

Pena: se aplican las mismas penas que en los delitos de incendio.

· Tenencia de Bombas explosivas:

El art. 481 sanciona al “que fuere aprehendido con bombas explosivas o preparativos conocidamente dispuestos para incendiar o causar estragos”. 

Este artículo adelanta la barrera de protección penal en relación al incendio y los estragos, castigando lo que se denomina “actos preparatorios”, esto es, un acto que no lesiona ningún bien jurídico, pero lo pone en peligro. Esto porque se tipifica como delito el solo hecho de la tenencia de bombas explosivas o preparativos dispuestos para incendiar, lo que debe entenderse como implementos de otra clase que sirvan para provocar fuego.

El Bien Jurídico Protegido es la seguridad pública. 

Tipo Objetivo

La conducta consiste en “tener” bombas explosivas o preparativos conocidamente dispuestos para incendiar o causar estragos. La expresión “conocidamente” importa que “aparezcan, conforme a las circunstancias, como claramente dirigidos a la realización de un incendio”.

Tipo Subjetivo. Requiere dolo.

· Daños: Art 484

Se sanciona a los que causen daños a la propiedad ajena que no consistan en incendio o estragos. 

Bien Jurídico protegido La propiedad de las cosas ajenas. 

Pero además pueden protegerse otros bienes:

· La seguridad pública

· El ejercicio de la autoridad

Tipo Objetivo

La conducta requiere causar daños. Por daño debe entenderse “el menoscabo o detrimento que sufre una cosa o su destrucción”.  

El objeto material es una cosa corporal ajena, mueble o inmueble. De manera tal que no existe delito de daños sobre cosa propia.

Tipo Subjetivo Requiere dolo.

Tipos penales de daños consagrados en el CP

Son diversos los tipos penales de daños, no obstante, el CP contempla una figura genérica (art. 487) y tipos calificados (arts. 485 y 486). De ellos extraeremos los que tienen importancia en relación con el derecho colectivo de trabajo.

El Art. 485 castiga con la pena de la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa de 11 a 15 UTM a los que causaren un daño cuyo importe exceda de 40 UTM en cualquiera de las siguientes circunstancias o lugares:
1º Con la mira de impedir el libre ejercicio de la autoridad o en venganza de sus determinaciones, bien se cometiere el delito contra empleados públicos, bien contra particulares que como testigos o de cualquiera otra manera hayan contribuido o puedan contribuir a la ejecución o aplicación de las leyes.

5º En archivos, registros, bibliotecas o museos públicos

6º En puentes, caminos, paseos u otros bienes de uso público

7º En tumbas, signos conmemorativos, monumentos, estatuas, cuadros u otros objetos de arte colocados en edificios o lugares públicos”.

El Art. 486 castiga al que con alguna de las circunstancias expresadas en el artículo 485 causare daño cuyo importe exceda de 4 UTM y no pase de 40 UTM. La pena es de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de 6 a 10 UTM. Cuando el importe no exceda de 4 UTM ni bajare de 1 UTM la pena será reclusión menor en su grado mínimo y multa de 5 UTM. 

En los casos de ambos artículos estamos ente un tipo de daños agravado, en los que la determinación de la pena queda sujeta al monto del daño causado: si excede de 40 UTM, o si es superior a 4 UTM y no excede de 40 UTM. 

Finalmente, el art. 487 describe la figura genérica: “los daños no comprendidos en los artículos anteriores serán penados con reclusión menor en su grado mínimo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales”.

3. Ley N° 18.314 sobre Conductas Terroristas.
Eventualmente, el ejercicio del derecho colectivo del trabajo,  puede dar pie a la comisión de conductas que pudieran ser calificadas como terroristas. 

Los delitos de terrorismo consisten normalmente en delitos comunes agravados por la presencia de determinadas finalidades (elementos subjetivos) en el agente. Estas finalidades se señalan en  el Art. 1 de la ley 18.314 y son las siguientes: 
1ª Que el delito se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efecto de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas. 

Se presumirá la finalidad de producir dicho temor en la población en general, salvo que conste lo contrario, por el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos o mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos”.

2ª Que el delito sea cometido para arrancar resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias”. 

Bien jurídico protegido

- La seguridad pública

- El orden constitucional democrático 

- la vida e integridad de las personas.

Algunos delitos terroristas son los siguientes:

i. Art 2 N° 1: delitos de incendio y estragos del CP, entre otros, cuando se efectuan con las finalidades señaladas previamente.

Penalidad: Se sancionan con las penas que correspondan al Código Penal o la Ley de seguridad del Estado aumentadas en uno, dos o tres grados

ii. Art 2 N° 2: Apoderarse o atentar en contra de una nave, aeronave, ferrocarril, bus u otro medio de transporte público en servicio, o realizar actos que pongan en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o tripulantes. 
Penalidad: igual que el caso anterior.

iii. Art 2 N° 4: “Colocar, lanzar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, que afecten o puedan afectar la integridad física de personas o causar daño”.

Penalidad. Se sanciona con presidio mayor en cualquiera de sus grados”, esto es, de diez años y un día de prisión a veinte años.

Finalmente, y en cuanto a los aspectos procesales, cabe destacar que estos delitos son de competencia de los tribunales ordinarios.  Antiguamente lo eran de los tribunales militares, pero la ley 19.027 de enero de 1991, que forma parte del paquete denominado “Leyes Cumplido”, privó a la justicia militar del conocimiento y fallo de estos delitos. 

4. Ley 17.798 sobre Control de Armas.

La ley 17.798 sobre control de armas, castiga, entre otros, la tenencia y posesión ilegales de armas. 

Previamente y para una mejor comprensión señalaremos qué elementos y armas quedan sujetos al control de la Dirección General de Movilización Nacional, que es el organismo que está a cargo de la supervigilancia y control de las armas, explosivos y otros elementos similares.  Depende del Ministerio de Defensa Nacional.

El art. 2 dispone que quedan sujetos al control de la DGMN:

a) El material de uso bélico

b) Las armas de fuego, sea cual fuere su calibre, y sus partes y piezas

c) Las municiones y cartuchos

d) Las sustancias químicas que son empleadas para la fabricación de explosivos, de municiones, de proyectiles, de misiles o cohetes, de bombas, de cartuchos, y de los elementos lacrimógeno o de efecto fisiológico.

e) Las instalaciones destinadas a la fabricación, armaduría, almacenamiento o depósitos de estos elementos. 

Estos elementos se pueden poseer, tener o portar previa autorización de la DGMN.

El art. 3 establece la prohibición absoluta de posesión o tenencia de, entre otros, los siguientes elementos: 

a. armas largas con cañones recortados, 

b. armas cuyos números de serie se encuentren borrados o adulterados 
c. ametralladoras, subametralladoras, metralletas. 

d. artefactos fabricados sobre la base de gases asfixiantes, paralizantes o venenosos

e. artefactos fabricados sobre la base de sustancias corrosivas o de metales que por la expansión de sus gases producen esquirlas, ni los implementos destinados a su lanzamiento o activación

f. bombas o artefactos incendiarios 

g. armas de fabricación artesanal (sin autorización de la DGMN). 

h. armas transformadas respecto de su condición original (sin la autorización de la DGMN) 

i. armas químicas, biológicas y nucleares.

La inclusión de las denominadas “bombas molotov” y “bombas de ruido”, por mencionar algunas, dentro de las armas o elementos de mayor peligrosidad significa que ahora su posesión o tenencia es absolutamente prohibida. 

a. Tenencia ilegal de armas. Art 9
· Tipo objetivo: tenencia o posesión ilegal de armas señaladas en el artículo 2 letras b), c), d) y e) sin la autorización e inscripción correspondiente. Se refiere, típicamente, a casos en que una persona mantiene en su domicilio un arma sin autorización para ello.
· Tipo Subjetivo: requiere dolo.

· Pena: presidio menor en su grado medio: 541 días a 3 años.

Esta ley no establece una sanción expresa para la tenencia o posesión de armas de mayor peligrosidad, esto es, de aquellas a que se refiere el art. 3, dentro del cual está incluida la bomba o artefacto incendiario. Sólo se limita a prohibir la tenencia o posesión de estos elementos. Se entiende que la tenencia de estos elementos se sanciona según el artículo 481 del Código Penal, ya estudiado, que sanciona la tenencia de bombas explosivas.
b. Porte ilegal de armas (art 11 y 14)

- Tipo objetivo: portar ilegal de armas señaladas en el artículo 2 y 3 de a ley, sin la autorización correspondiente. Portar significa llevar consigo.
- Tipo Subjetivo: requiere dolo.

Penalidad:

- Armas señaladas en el artículo 2: presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo: 541 días a 3 años y 5 años y 1 día a 10 años.

- Armas de mayor peligrosidad (señaladas en el art 3) presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo: 3 y 1 a 5 años - 5 y 1 a 10 años.  

III. DELITOS RELACIONADOS CON LA PREVISIÓN SOCIAL.

DL 3.500

El DL 3500 de 13 de noviembre de 1980, que establece el nuevo sistema de pensiones, en su art. 19 establece la obligación para el empleador de declarar y pagar las cotizaciones del trabajador a la AFP, así como también la obligación de declarar y pagar del trabajador independiente o la entidad pagadora de subsidios a la AFP. En su inciso 14 establece una sanción para los empleadores que no pagaren las cotizaciones y en su inciso 5 establece la posibilidad de efectuar la denuncia ante el tribunal del crimen correspondiente

1 No pago de cotizaciones.

El inciso 14 del art. 19 dispone que al cobro de cotizaciones, reajustes e intereses adeudados a una AFP le serán aplicables las normas contenidas en la ley 17.322, incluso las sanciones penales establecidas en dicho cuerpo legal para los empleadores que no consignen las cotizaciones que hubieren retenido o debido retener, las que podrán hacerse extensivas, en su caso, a las entidades pagadoras de subsidios. 

La Ley 17.322 contiene dos normas relativas al no pago de cotizaciones:

a. Apremio procesal en caso de no pago una vez requerido judicialmente(art 12)
Esta norma dispone que será apremiado con arresto, hasta por 15 días, el empleador que no consignare las sumas descontadas o que debió descontar de las remuneraciones de sus trabajadores y sus reajustes e intereses penales, dentro del plazo de 15 días, contados desde la fecha del requerimiento de pago judicial.

Este apremio podrá repetirse hasta obtener el pago de las sumas debidas.

Este apremio no es una sanción penal, sino una forma de forzar al empleador a pagar las cotizaciones adeudadas, que se efectúa dentro de un juicio ejecutivo de carácter laboral. En este caso, el trabajador debe pedir al juez que se decrete este apremio.
b. Apropiación o distracción de dinero de cotizaciones descontado.

El art. 13 establece que se aplicarán las penas del delito de estafa, al que en perjuicio del trabajador se apropiare o distrajere el dinero proveniente de las cotizaciones que se hubiere descontado de la remuneración del trabajador. Es decir, se sanciona penalmente al empleador que habiendo descontado el dinero correspondiente a cotizaciones del trabajador, no las ha depositado en las instituciones previsionales correspondientes.
Las penas del delito de estafa, que se aplican también a este delito, se regulan según el monto de “lo defraudado”, es este caso, lo defraudado es el dinero descontado al trabajador por concepto de cotizaciones. Estas penas son:
1° Presidio menor en sus grados medio a máximo (541 días a 5 años) multa de 11 a 15 UTM, si la defraudación excediere de 40 UTM.

2° Presidio menor en su grado medio (541 días a 3 años) y multa de 6 a 10 UTM, si excediere de 4 UTM y no pasare de 40 UTM.

3° Presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de 5 UTM, si excediere de 1 UTM y no pasare de 40 UTM.

4° Presidio menor en su grado máximo (tres años y un día a 5 años) y multa de 21 a 30 UTM, si excediere de 400 UTM.

2 Falsedad de la declaración de cotizaciones. Delito de falsificación de instrumento privado.

El  art. 19 inciso 5° señala que “si la declaración fuere incompleta o falsa y existiere un hecho que permita presumir que es maliciosa, el Director del Trabajo, quien solo podrá delegar estas facultades en los Directores Regionales, podrá efectuar la denuncia ante el juez del crimen correspondiente”. 

La falsedad de la declaración es constitutiva del delito de falsificación de instrumento privado, figura tipificada y sancionada en el art. 197 del CP.

El tipo penal exige además el “perjuicio para tercero”, perjuicio que no es difícil de presentarse en caso de falsedad de las declaraciones de cotizaciones previsionales.

� Introducido por ley 20.005 de 18 de marzo de 2005.





